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I)   NOVEDADES NORMATIVAS.-

0.  Europa.-

· Reglamento (CE) nº 213/2008 de la Comisión, de 28 de noviembre de 2007, que modifica el Reglamento (CE) nº 2195/2002 del Parlamento Europeo y del Consejo, por el que se aprueba el Vocabulario común de contratos públicos (CPV), y las Directivas 2004/17/CE y 2004/18/CE del Parlamento Europeo y del Consejo sobre los procedimientos de los contratos públicos, en lo referente a la revisión del CPV (DOUEL 15 de marzo de 2008).

· Decisión 2008/102/CE de la Comisión, de 1 de febrero de 2008, relativa a la revisión de los límites contemplados en el artículo 157, letra b), y en el artículo 158, apartado 1, del Reglamento (CE, Euratom) nº 2342/2002 sobre normas de desarrollo del Reglamento financiero. (DOUEL 9 febrero 2008)

· Decisión 2008/286/CE de la Comisión, de 17 de marzo de 2008, por la que se modifica la Decisión 2007/176/CE en lo que se refiere a la relación de normas y/o especificaciones para las redes y los servicios de comunicaciones electrónicas y los recursos y servicios asociados.  (DOUEL 5 abril 2008)

1.  Estado.-

· Acuerdo de 13 de diciembre de 2007, de la Secretaría General del Consejo General del Poder Judicial, por el que se publica la composición de la Mesa de Contratación.  (BOE 12-I-2008)

· Acuerdo de 16 de enero de 2008, de la Secretaría General del Consejo General del Poder Judicial, por el que se publica la composición de la Mesa de Contratación. (BOE 2-II-2008)
· Orden PRE/116/2008, de 21 de enero, por la que se publica el Acuerdo de Consejo de Ministros por el que se aprueba el Plan de Contratación Pública Verde de la Administración General del Estado y sus Organismos Públicos, y las Entidades Gestoras de la Seguridad Social.   (BOE 31-I-2008)

· Real Decreto 105/2008, de 1 de febrero por el que se regula la producción y gestión de los residuos de construcción y demolición.   (BOE 13-II-2008)

· Resolución de 6 de febrero de 2008, de la Confederación Hidrográfica del Júcar, por la que se establece la composición de la Mesa de Contratación Permanente del organismo.   (BOE 7-III-2008)
· Resolución de 5 de marzo de 2008, de la Dirección General de Ferrocarriles, por la que se publica el Acuerdo para encomienda de gestión, del Ministerio de Fomento a Ingeniería y Economía del Transporte, para apoyo en la gestión de expedientes de obra y en la dirección de obras pertenecientes a actuaciones en grandes ejes.   (BOE 18-III-2008)

· Orden EHA/693/2008, de 10 de marzo, por la que se regula el Registro Electrónico del Ministerio de Economía y Hacienda.   (BOE 15-III-2008)

· Orden EHA/821/2008, de 24 de marzo, por la que se establecen las condiciones del suministro de la información relativa a los bienes inmuebles de características especiales objeto de concesión administrativa.   (BOE 28-III-2008)

· Orden FOM/938/2008, de 27 de marzo, que aprueba el pliego de condiciones generales para el otorgamiento de concesiones en el dominio público portuario estatal.   (BOE 5-IV-2008)
2.  Comunidades Autónomas.-

A)
País Vasco

· Norma Foral 1/2008, de 21 de enero, de Ratificación del Convenio a suscribir con el Gobierno de la Comunidad Autónoma del País Vasco para la cesión gratuita de las licencias del Sistema de Gestión Electrónica de Expedientes de Contratación "CAP".  (BOTHA 30-I-2008)

B)
Cataluña

· Resolución JUS/82/2008, de 21 de enero, de modificación de la Resolución JUS/60/2006, de 11 de enero, de delegación de funciones del consejero de Justicia en diferentes órganos del Departamento en materia de gestión económica y de contratación administrativa.  (BOIC 25-I-2008)

C)
Galicia

· Resolución de 8 de febrero de 2008, de la Dirección General de Relaciones Laborales, complementaria de la de 31 de octubre de 2007, por la que se comunican los lugares de habilitación y se da publicidad a la versión bilingüe del libro de subcontratación regulado en el Real decreto 1109/2007, de 24 de agosto, por el que se desarrolla la Ley 32/2006, de 18 de octubre, reguladora de la subcontratación en el sector de la construcción.    (DOG 20-II-2008)

E)
Asturias
· Resolución de 2 de enero de 2008, de la Presidencia de la Entidad Pública Bomberos del Principado de Asturias, por la que se procede a la designación de la Mesa de Contratación Permanente en el ámbito de la Entidad Pública Bomberos del Principado de Asturias.  (BOPA 4-II-2008)

H)
Murcia
· Resolución de 7 de marzo de 2008 por la que se designa la Mesa de Contratación de la Consejería de Cultura, Juventud y Deportes. (BORM 8-IV-2008)

L)
Canarias
· Orden de 17 de diciembre de 2007, por la que se modifica la Orden de 30 de junio de 2006, que regula el requisito de hallarse al corriente de las obligaciones tributarias con la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias.   (BOIC 3-I-2008)

· Decreto del Gobierno Canario de 22 de abril de 2008, por el que se aprueban los nuevos pliegos tipo adaptados a la nueva LCSP (BOC 30-4-2008) http://www.gobiernodecanarias.org/perfildelcontratante/pliegostipo/
M)
Navarra
· Decreto Foral 255/2007, de 17 de diciembre, por el que se reordenan las competencias para la celebración de contratos de asistencia en el ámbito de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra.   (BON 16-I-2008)

· Orden Foral 422/2007, de 17 de diciembre del Consejero de Economía y Hacienda, por la que se reordenan las competencias para la celebración de contratos de suministro en el ámbito de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra.   (BON 18-I-2008)

· Ley Foral 1/2008, de 24 de enero, de Presupuestos Generales de Navarra para el ejercicio del año 2008.   (BON 26-I-2008)

II)   NOVEDADES JURISPRUDENCIALES.-

Los siguientes comentarios jurisprudenciales versan sobre Sentencias, que se han considerado de interés, dictadas por el Tribunal de Justicia de la Comunidad Europea desde diciembre de 2007 y 30 de marzo de 2008, y las dictadas por el TS y los TSJ de las CCAA, en el intervalo temporal de 1 de enero de 2008 (última fecha a la que hacia referencia el anterior informe)  a 30 de marzo de 2008, recogidas estas últimas en el repertorio de jurisprudencia de ARANZADI.

A.- CONTRATACIÓN

0.  Tribunal de Justicia de la Comunidad Europea   (TJCE).-

· STJCE de 18 de diciembre de 2007, asunto C-220/06

Decisión prejudicial  planteada por la Audiencia Nacional, sobre la interpretación de los artículos 43 CE y 49 CE, en relación con el articulo 86 CE, en el contexto del proceso de liberalización de los servicios postales y a la luz de las normas comunitarias en materia de contratación pública.

El fondo de la cuestión radica en determinar si el derecho comunitario debe interpretarse en el sentido de que se opone a una normativa de un estado miembro que permite que las Administraciones Públicas, actuando al margen de las normas de adjudicación de los contratos públicos, encarguen la prestación de servicios postales- tanto reservados como no reservados- a una sociedad anónima de capital íntegramente público y que es el proveedor del servicio universal en dicho Estado miembro.

El Ministerio suscribió un denominado “convenio de colaboración” para la prestación de servicios postales y telegráficos con Correos, estableciéndose una contraprestación económica.

En relación con los servicios postales reservados, posibilidad permitida por el articulo 7 de la Directiva 97/67, por la que los estados miembros pueden reservar determinados servicios postales al proveedor o proveedores del servicio universal, no son de aplicación las normas comunitarias sobre adjudicación de contratos públicos.

En consecuencia la controversia se ciñe exclusivamente a los servicios postales no reservados. El Tribunal sostiene que el convenio de colaboración suscrito está sujeto a las normas aplicables en materia de contratos públicos. Para ello sostiene que, en los convenios que alcancen el umbral previsto en el artículo 7.1 Directiva 92/50 y constituyan contratos por escrito y onerosos:

- La relación entre el Ministerio y Correos no es una contratación doméstica o “in house”, porque Correos en cuanto proveedor del servicio universal postal en España, no cumple el segundo de los requisitos necesarios para ello, puesto que presta servicios postales a un número indeterminado de clientes de dicho servicio.

- No es posible aducir la existencia de un “derecho exclusivo” de los previstos en el articulo 6 de la Directiva 92/50, porque aun suponiendo que la disposición nacional atribuya (Articulo 58 Ley 14/2000) al proveedor nacional del servicio postal universal el derecho exclusivo a prestar a las Administraciones Públicas los servicios no reservados, dicha disposición sería incompatible con la Directiva 79/67 que pretende la liberalización progresiva y controlada del sector postal.

En el supuesto que la normativa nacional, en este caso la española, resulte de aplicación a convenios que no alcancen el umbral comunitario previsto en el articulo 7 de la Directiva 92/50, las entidades adjudicadoras están obligadas a respetar las reglas fundamentales del Tratado y en particular el principio de no discriminación por razón de la nacionalidad, y el de igualdad de trato de los licitadores. En estos supuestos la falta total de licitación de la adjudicación no responde a los artículos 43 y 49 CE, ni a los mencionados principios. Asimismo el articulo 86.2 CE, que permite la concesión a una empresa encargada de la gestión de servicios de interés  económicos general de derechos especiales o exclusivos contrarios al Tratado si el cumplimiento de la misión especifica encomendada no puede garantizarse de otro modo, al tratarse de servicios no reservados no resulta de aplicación en el supuesto que nos ocupa. Por último, por las razones expuestas anteriormente no pueden considerarse como contratación “doméstica”.

· STJCE de 21 de febrero de 2008. Asunto 412/04

La Comisión solicita que se declare que la República Italiana ha incumplido las obligaciones que le incumben en virtud de las Directivas 92/50, 93/36, 93/37, de los artículos 43 CE y 49 CE y de los principios de transparencia e igualdad de trato con motivo de la aprobación de diversa normativa relativa a materia de contratos públicos, Ley numero 109 en su versión dada por la Ley numero 166, en materia de obras públicas, y Decreto legislativo numero 157/1995, en base a una serie de motivos que abordan materias de interés, sobre las que el Tribunal realiza las siguientes apreciaciones:

1.- Definición de contratos mixtos: La cuantía de las obras no puede erigirse siempre como el criterio exclusivo que permita la aplicación de la Ley numero 109 ( en materia de obras públicas) a un contrato mixto cuando dichas obras sean tan sólo accesorias. El ámbito de aplicación de la Directiva 93/37, sobre procedimientos de adjudicación de los contratos de obras, está vinculado al objeto principal del contrato, de forma que se llevará a cabo a la luz de las obligaciones esenciales que prevalecen y caracterizan dicho contrato por oposición a aquellas otras que solo tienen carácter accesorio, pues la cuantía de las respectivas prestaciones  que forman parte del contrato solo constituyen uno de los distintos criterios que deben tenerse en cuenta para proceder a dicha determinación.

2.- Atribución directa de trabajos u obras al titular de una licencia de construcción o de un plan de urbanismo aprobado: Si el contrato tiene un importe inferior a un determinado umbral queda fuera del régimen de publicidad sin imponer obligación especifica al respecto, salvo que quede acreditado que tiene algún tipo de interés transfronterizo. La legislación nacional no está obligada a adoptar disposiciones que recuerden la obligación de respetar los artículos 43 y 49 CE, salvo constatación de interés transfronterizo por lo que la legislación controvertida al no cuestiona la aplicabilidad de dichos preceptos.

A efectos de determinar si se alcanzan los topes establecidos en la Directiva 93/37 a efectos de respetar las normas de publicidad, cuando el convenio celebrado entre un particular propietario de terrenos que se van a urbanizar y la Administración municipal responde a los criterios de un contrato público de obras,  solo puede determinarse a la luz del valor total de los diversos trabajos y obras mediante la suma de los diferentes lotes.

3.-. Asignación a personas de confianza de tareas de concepción, de dirección y de comprobación de las obras en el marco de contratos públicos de servicios de una cuanta inferior a los umbrales: Los contratos de servicios que se encuentran fuera del ámbito de aplicación de la Directiva 92/50 que presenten interés transfronterizo cierto están sometidos a las libertades fundamentales del Tratado. No puede exigirse que, siempre que se cumplan los requisitos establecidos con dicho motivo por la Jurisprudencia, la normativa nacional las recuerde expresamente.

4 y  5.- Asignación de las tareas de dirección de obras al autor del proyecto cuando la Administración no pueda llevarla a cabo y asignación de las operaciones de control y labores de comprobación de obras publicas: Dichas tareas están incluidas en la categoría 12 del Anexo I A de la Directiva 92/50 y del Anexo XVI A de la Directiva 93/38: Si superan los umbrales comunitarios deben adjudicarse  conforme a las reglas establecidas de dichas Directivas. Si no los superan, la inexistencia en las disposiciones nacionales de una mención expresa a las obligaciones derivadas del Tratado no supone que no se exija el principio de igualdad de trato y la obligación de transparencia.
· STJCE de 2 de abril de2008. Asunto C-444/06

Recurso interpuesto por la Comisión al objeto de que el Tribunal declare que el Reino de España ha incumplido el articulo 2.1, a) y b) de la Directiva 89/665/CEE, al no prever un plazo obligatorio para que la entidad adjudicadora notifique la decisión de adjudicación de un contrato a todos los licitadores, al no prever un plazo de espera obligatorio entre la adjudicación de un contrato y su celebración y al permitir que un contrato anulado continúe produciendo efectos jurídicos. Con ello sostiene la Comisión se impide que los licitadores rechazados interpongan eficazmente un recurso contra la decisión de adjudicación de un contrato antes de la propia celebración de éste.

El recurso afecta al artículo 53, 54, 60 bis, 65,1 y 3, 93,1 y 5, del TRLCAP; artículos 83.4 del RD 1098/2001, de 12 de octubre y artículo 58, 107.1 y 111 LPAC.

A juicio del Tribunal la legislación controvertida, si bien permite la adopción de medidas provisionales en particular la suspensión de los actos impugnados, dado que el acto de adjudicación implica la celebración del contrato y que la formalización puede ser concomitante a su adjudicación o seguirla en muy breve plazo, provoca que en determinados supuestos no puede interponerse ningún recurso útil contra el acto de adjudicación antes de la ejecución misma del contrato por lo que incumple las exigencias de la Directiva sobre recursos contra la decisión de la adjudicación de un contrato público antes de su celebración y por ello declara el incumplimiento de las obligaciones.

Respecto de la excepción prevista en el articulo 65.3 LCAP por la que si la declaración administrativa de nulidad de un contrato produjese trastorno grave al servicio público podrá disponerse la continuación de sus efectos bajo sus mismas cláusulas, hasta que se adopten las medidas urgentes para evitar el perjuicio, el Tribunal entiende, que dado que la excepción se aplica bajo el control de los órganos jurisdiccionales y dada la finalidad de garantizar la continuidad del servicio público, no vulnera las exigencias de la Directiva sobre recursos.
2.  Tribunal Supremo   (TS).-
· STS de 30 de enero de 2008.

Dictada con motivo de recurso de casación contra Sentencia de la A.N. sobre sobreseimiento del Servicio de Defensa de la Competencia de expediente contra la empresa TRAGSA por abuso de dominio en el mercado español de obras, servicios y proyectos forestales. Como consecuencia del conocimiento del mencionado recurso y con carácter previo a su resolución, se dictó Auto planteando cuestión prejudicial ante el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, en la que se interrogaba sobre la admisibilidad en los términos del articulo 86.1 CE de que un estado miembro atribuya ex lege a una empresa publica un régimen que le exonere del régimen general de contratación administrativa; si un régimen semejante sería compatible con las Directivas comunitarias; y si las afirmaciones de la STJCE son de aplicación a TRAGSA y sus filiales, considerando que la Administración entrega a TRAGSA un alto número de obras con la posible distorsión significativa del mercado.

La STS, a la vista de la STJCE por todos conocida,  desestima el recurso de casación interpuesto, afirma que TRAGSA se configura legalmente como medio propio y servicio técnico de la Administración, por lo que sus relaciones con las Administraciones Públicas tienen naturaleza instrumental y no contractual, siendo a todos los efectos de carácter interno, dependiente y subordinado. Dicha configuración resulta compatible con el régimen de derecho comunitario, no siendo de aplicación ni las Directivas alegadas por la recurrente ni los procedimientos de adjudicación en materia de contratación pública.

Desde el punto de vista del derecho de la competencia, la STS desestima la vulneración de precepto constitucional alguno y considera que el marco constitucional “mixto” permite una amplia intervención al sector público, siendo éste un ámbito en el que la hay que dar un margen amplio de discrecionalidad al Gobierno y al legislador. A juicio de la Sala no se ha acreditado que TRAGSA ejerza una posición de dominio ni que abuse de dicha posición. 

Respecto de la alegación de los recurrentes de infracción de los artículos 81,86, 87 del TCE, colocando a TRAGSA y sus filiales en una posición dominante y privilegiada, sin concurrir los supuestos del articulo 86.2 TCE, el  TS la desestima al considerar que tras la STJCE la consecuencia fundamental no es que el régimen de TRAGSA le permita ocupar una posición dominante y abusiva, sino la inaplicación del régimen ordinario de contratación, y la afectación que ello pueda suponer  en la competencia en el mercado al dejar fuera de ella a una parte relevante del mismo. “Si se llega a la conclusión de que el régimen de TRAGSA es conforme con el derecho comunitario, supone admitir la falta de trascendencia en el caso concreto de reducir el mercado afectado desde el punto de vista de la competencia, con independencia de la mayor o menor justificación de la intervención pública en el sector”.

La Sentencia cuenta con sendos votos particulares de los Magistrados Eduardo Espín Templado y Manuel Campos Sánchez-Bordona.

· STS de 27 de febrero de 2008. 

Dictada con motivo de recurso de casación contra Sentencia dictada por el TSJ Madrid que estimó recurso contencioso administrativo contra resolución del Pleno de Alcalá de Henares por la que se aprobó ampliación del contrato suscrito para la recogida de residuos sólidos urbanos y limpieza viaria.

Consta en el expediente administrativo que la resolución recaída sólo recabó el informe preceptivo del Consejo de Estado una vez adoptada la resolución municipal, aceptando la modificación de la concesión, estando condicionada la validez y eficacia de aquella al Informe del Consejo de Estado.

El TS considera que no puede afirmarse que el acuerdo municipal impugnado incurriera en vicio de nulidad de pleno derecho ya que se acredita que el acuerdo condicionó su eficacia a la emisión y contenido del mencionado Informe. Por ello a lo sumo sería anulable y por tanto susceptible de convalidación, máxime cuando el Consejo de Estado, además de destacar la irregularidad administrativa cometida  informa que “procede la modificación del contrato para cubrir el servicio de limpieza viaria y recogida de residuos sólidos y urbanos.

Frente a la tesis, sostenida por los recurrentes, de que se ha producido una modificación objetiva (novación) del contrato, al incrementarse el precio y alterar su duración prorrogándose en ocho años más, no pudiendo considerarse modificación contractual puesto que no existe causa imprevisible e inevitable, el TS considera acreditada la necesidad de ampliar el ámbito de los servicios de limpieza viaria y recogida de residuos sólidos urbanos a zonas y barrios no contempladas en el contrato inicial. Ante dichas nuevas circunstancias hubo de solucionarse el grave problema y para ello, con el consentimiento del concesionario, la Administración ejercitó las facultades que integran el ius variandi.

· STS DE 12 de marzo de 2008

Dictada con motivo de recurso de casación promovido contra Sentencia del TSJ de Cantabria por la que se anula la resolución del Consejo de Gobierno de Cantabria que desestima recurso de alzada contra resolución del Consejero de Obras Públicas, Vivienda y Urbanismo por el que se adjudica contrato de asistencia a la gestión administrativa del patrimonio de viviendas, locales de la C.A. de Cantabria.

La Sentencia de instancia consideraba que la adjudicación del contrato había sido realizada observándose una clara contradicción entre el clausulado del pliego de condiciones administrativas particulares para la realización del contrato y los criterios contenidos en las mismas para la adjudicación de aquel y los empleados finalmente por la Mesa de Contratación, revocando por ello el acto administrativo de adjudicación y retrotrayendo el expediente al momento de la valoración técnica de la Memoria.

El contrato tenía por objeto el apoyo a la gestión de cobranza de los créditos constituidos a favor de la C.A. para la cesión de viviendas y locales, ya sean en régimen de precario, alquiler, acceso diferido  y compraventa, con o sin hipoteca. Asimismo era objeto del contrato el apoyo a la gestión administrativa del patrimonio indicado, y en particular la notificación, seguimiento, requerimiento y cuantas acciones sean necesarias para el cobro de la deuda así como la implantación del nuevo procedimiento en la facturación y cobro. Para ello se establecieron determinadas condiciones de ejecución, sobre organización, personal, medios materiales, infraestructuras, informática, y otras que constaban  en las prescripciones técnicas.

A juicio del TS, los criterios de adjudicación que se utilizan para valorar la memoria técnica de cada uno de los licitadores, no solo no son ajenos a las pautas que se derivan de los pliegos sino que son homogéneos con las reglas aplicables en cuanto que las enderezan y completan a fin de conseguir una correcta valoración de los medios económicos y profesionales de los concursantes en orden a los recursos humanos y materiales necesarios que disponen para el cumplimiento de las obligaciones pactadas, de conformidad con los pliegos de prescripciones técnicas. 

Por ello estima el recurso de casación y anula la Sentencia de instancia.

· STS DE 13 de marzo de 2008.

Dictada con motivo de recurso de casación interpuesto contra Sentencia de la A.N. sobre resolución y liquidación de contrato administrativo con incautación de fianza definitiva y obligación de indemnizar por incumplimiento culpable del contratista.

La cuestión suscitada radicaba esencialmente en la aplicabilidad o no, con carácter supletorio, de la previsión de caducidad establecida en la Ley 30/1992. El acuerdo de resolución del contrato de desarrollo de un sistema de metrología balística con seguimiento automático, fue adoptado habiendo transcurrido el plazo de caducidad establecido en la mencionada Ley.

El TS confirma la sentencia recurrida, al considerar que se cumplen los requisitos exigidos para proceder a aplicar con carácter supletorio a los procedimientos de resolución de contratos las reglas referidas a la caducidad de los procedimientos establecidos en la Ley 30/92. En este sentido recuerda la D.A. séptima de la Ley 13/1995, que ordena que a los procedimientos en materia de contratación administrativa se les aplicará supletoriamente dicha Ley. Asimismo argumenta que la Ley 30/92 regula los efectos de la inactividad en los procedimientos iniciados de oficio con vocación de generalidad, ligando a dicha inactividad en los procedimientos susceptibles de producir efectos desfavorables la producción de la caducidad.

Por último frente a la argumentación de los recurrentes de que la complejidad del procedimiento de resolución contractual excluiría la aplicación supletoria de las reglas de la Ley 30/92, el  TS afirma que “la mayor o menor complejidad de un tipo concreto de procedimiento no demanda de suyo la exclusión del instituto de la caducidad, sino la fijación en la norma oportuna del plazo máximo, adecuado a aquella complejidad, en que haya de notificarse la resolución expresa que ponga fin a ese tipo de procedimientos”.
3.  Tribunales Superiores de Justicia   (TSJ).-

Q)
Castilla y León

· ST de 18 de enero de 2008.

Dictada con motivo de la interposición de recurso contencioso administrativo contra Decreto de la Alcaldía de Campaspero que estimaba en parte la reclamación de principal e intereses efectuada por una entidad financiera, en calidad de endosataria, de las certificaciones de obra, 5, 6, 7 y 8 de la obra “Residencia para la 3ª Edad en  Campaspero”.

La parte actora pretende: los intereses de demora de la certificación numero 5 emitida con fecha 30 de agosto de 2002 y no pagada hasta 20 de mayo de 2003; el importe integro de las certificaciones 6, 7 8 y 9; los intereses moratorios de estas cuatro certificaciones. Aduce  que la Administración no puede oponer compensaciones ni incumplimientos del contratista pues tenía conocimiento de los endosos y había realizado la toma de razón el 17 de diciembre de 2002.

La Admón. recurrida admite que extendió 8 certificaciones de obra y la toma de razón de los endosos, pero opone al pago de las certificaciones 6, 7 y 8 que con motivo de la resolución del contrato por mutuo acuerdo la obra fue liquidada, extendiendose una nueva certificación número 8 con importe negativo al no haberse ejecutado realmente las obras que en ella figuraban y una certificación liquidación final negativa respecto de las siete primeras certificaciones que no fue objeto de recurso por el endosatario.

Las cuestiones controvertidas son dos: si la Admón. puede válidamente anular una certificación de obra si a posteriori se comprueba que no se había ejecutado toda o parte de la obra; Si la Admón. ha de abonar al endosatario el importe integro de las certificaciones de obra tras haber conocido y tomado razón de la transmisión del crédito, o por el contrario puede oponerle las excepciones que derivan del contrato de obra por incumplimientos del contratista-endosante por no haber ejecutado parte de las obras certificadas.

La primera cuestión es resuelta por el TSJ, aduciendo jurisprudencia del TS, (STS de 18 de julio de 1990, 15 de junio de 1999 y 20 de junio de 2000), considerando que se trata de una simple modificación que afecta a un acto de carácter provisional cual es la certificación de obra sujeta a constante modificabilidad o variación, no siendo exigible por ello un procedimiento de revisión previa declaración de lesividad.

La segunda cuestión, es resuelta al asumir la tesis que admite un carácter causal limitado al endoso de las certificaciones de obra, admitiendo con ello que la Administración pueda oponer al endosatario la problemática conectada con el contrato causal si viene referida a hechos anteriores a la cesión. (Efectúa una especial referencia a las STS de 31 de octubre de 1992 y 27 de marzo de 2001).

Como consecuencia de ello, declara conforme a derecho la decisión de detraer del importe de las certificaciones 6 y 7 la cuantía de la liquidación final, con saldo negativo para el contratista, puesto que el resultado es consecuencia de hechos anteriores a la cesión y toma de razón de las certificaciones, que no son otros que no haber sido ejecutadas en su momento todas las obras en ellas incluidas.
III)   OTROS DOCUMENTOS RELEVANTES.-

1.  Informes y Dictámenes de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa del Ministerio de Economía y Hacienda.-

· Informe 52/07, de 24 de enero de 2008.

Compatibilidad de la condición de un concejal con la de Administrador de una sociedad que tiene contratos vigentes con un Ayuntamiento y en caso de serlo si podrán ser abonadas las facturas emitidas hasta el momento por los consumos producidos. 

· Informe 53/07, de 24 de enero de 2008.

¿Las proposiciones presentadas por dos empresas en las que participan los mismos socios se pueden considerar como proposiciones simultáneas?. Y en el caso de ser así o calificarse como empresas pertenecientes al mismo grupo deben admitirse o excluirse de la licitación. 

· Informe 54/07, de 24 de enero de 2008.

Legitimación para solicitar dictamen a la Junta Consultiva de Contratación Administrativa. Determinación de si el fin de la consultante tiene el carácter de actividad comercial o industrial o no. 

· Informe 56/07, de 24 de enero de 2008. 

Obligación de publicar en el Boletín Oficial de la Provincia los Pliegos de condiciones y de aplicar los plazos previstos en la ley de Régimen Local o los establecidos por la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas. 

· Informe 57/07, de 24 de enero de 2008. 

Calificación jurídica de un contrato por el que Ayuntamiento cede al contratista el uso de determinadas casetas instaladas en la vía pública, a fin de que éste organice mercadillos temáticos, seleccionando los usuarios que hayan de desarrollar en ellas las actividades de venta especificadas, y promueva las actividades de animación que hayan de tener lugar. 

· Informe 58/07, de 24 de enero de 2008. 

Posibilidad de licitar un contrato administrativo con un importe anual, a abonar en doce mensualidades, independiente del sistema de arancel. 

· Informe 61/07, de 24 de enero de 2008.

Legitimación para solicitar dictamen a la Junta Consultiva de Contratación Administrativa Posibilidad de inadmitir o no de documentación correspondiente a proposiciones presentadas en la licitación de un contrato administrativo si sobrepasa su presentación a la hora fijada en el Pliego de condiciones. 

· Informe 64/07, de 24 de enero de 2008. 

Incompatibilidad entre el cargo de Presidente de una Junta Vecinal y la condición de contratista del Ayuntamiento a que pertenezca la Entidad Local Menor en la que desempeñe sus funciones.

· Recomendación de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa sobre contenido básico de los pliegos de cláusulas administrativas particulares comunes para todo tipo de contratos.

2.  Informes y Dictámenes de los órganos de las Comunidades Autónomas.-

B)
Cataluña


Órgano:   Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

·   Informe 1/2008, de  14 de febrero, de la Comisión Permanente de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Catalunya

Grado de sujeción del Consejo Catalán de la Producción Agraria Ecológica en la normativa de contratos.

· Informe 2/2008, de  14 de febrero, de la Comisión Permanente de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Catalunya

Posibilidad de declarar desierto un concurso porque la empresa propuesta por la mesa de contratación haya sido condenada por daños producidos a la Administración durante la prestación de unos servicios similares a los que son objeto del contrato.

I)
Comunidad Valenciana

Órgano:   Junta Superior de Contratación Administrativa.

· Informe 5/2007, de 24 de enero de 2008. 

Incompatibilidad de concejales y prohibición de contratar. 

· Informe 6/2007, de 5 de marzo de 2008. 

Precio de los contratos. Ofertas desproporcionadas o temerarias.

J)
Aragón

Órgano:   Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

· Comunicación 1/2008, de 17 de enero.

Relativa al Plan de Formación del Personal de la Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón, sobre la nueva Ley de Contratos del Sector Publico.

· Informe 1/2008, de 14 de febrero.  

Sobre consulta realizada por el Director del Instituto Aragonés del Agua sobre la "Inclusión de la revisión de precios en la base imponible y cuantificación de la Tasa, por Dirección e Inspección de Obra de la Tarifa 02, del articulo 4 del Texto Refundido de la Ley de Tasas de la Comunidad Autónoma, según modificación operada a través de la Ley 12/2004, de 29 de diciembre, de Medidas Tributarias y Administrativas.

· Circular 1/2008, de 3 de marzo

Sobre alcance del ámbito subjetivo de aplicación de la LCSP y régimen de contratación aplicable.   

· Comunicación 2/2008, de 3 de marzo.  

Relativa a la entrada en vigor de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Publico.

· Informe 2/2008, de 27 de marzo.

Sobre el alcance del ámbito subjetivo de aplicación de la Ley 30/2007, de 31 de octubre, de Contratos del Sector Publico y régimen de contratación aplicable al Centro de Investigación y Tecnología Agroalimentaria de Aragón (CITA).   

3.  Abogacía General del Estado.-

· Instrucción numero 1/2008, de 5 de febrero, sobre contratación de las Fundaciones del Sector Público Estatal, Sociedades Mercantiles del Estado y Entidades Públicas Empresariales dependientes de la Administración General del Estado.

IV)   BIBLIOGRAFÍA SELECCIONADA.-
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